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I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede esta instancia judicial a proferir sentencia en la presente actuación de tutela, 

en la que figura como accionante GLORIA ELENA GALLEGO HURTADO como agente 

oficioso de su esposo CESAR ALI ARANGO RESTREPO y accionada la DIRECCIÓN DE 

SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, vinculados COSMITET LTDA, POLICLINICA DEL 

CANEY, CLINICA REY DAVID, REGIONAL DE ASEGURAMIENTO No. 4, CENTRO 

MEDICO IMBANACO, HOSPITAL UNIVERSITARIO DEL VALLE y DIRECCION GENERAL 

DE LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 

SOCIAL EN SALUD –ADRES-. 

II. ANTECEDENTES 

 

1. Manifiesta la parte actora que presenta Cáncer de Páncreas, Diabetes Mielitius, 

Hipertensión, Cálculos Renales y Desnutrición Proteico-Calórica, con diagnóstico del 

Cáncer en destiempo debido a la negligencia y negativa de la parte accionada en 

brindar el tratamiento oportuno requerido. Los especialistas tratantes han ordenado el 

tratamiento que requiere el paciente, sin que se le haya brindado, agravando la 

situación de salud. 

 

Por lo anterior, solicita autorizar la Quimioterapia ordenada por médicos tratantes, al 

igual que todo lo que sea requerido para atender las enfermedades que presenta. 

Precisa que la Clínica Rey David no cuenta con los medios para prestar el servicio 

requerido.   

 

2.  En auto se avoca el conocimiento de esta acción de tutela por parte de este 

Despacho Judicial con fundamento en el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991, 

disponiéndose a su vez la vinculación pertinente indicada (fl. 15). 

 

3. En el término de traslado se presentó la contestación que se puede resumir de la 

siguiente manera en lo pertinente (fls. 5 a 89). 

 

La parte accionada por intermedio de su delegado para la actuación manifiesta que la 

entidad encargada de responder lo requerido es la Regional de Aseguramiento en Salud 

nro. 4 (Valle del Cauca), por lo que solicita su desvinculación dada la falta de 

legitimación por Pasiva.    

 

La parte vinculada Regional de Aseguramiento en Salud Nro. 4, por intermedio de su 

delegado para la actuación manifiesta que se han brindado al accionante la atención 

que ha requerido siendo hospitalizado en octubre 7 hasta octubre 16 en la EPSCO Clínica 

DEVAL, luego de lo cual fue remitido a la Clínica Valle del Lili. Precisa que expidieron las 

autorizaciones con la entidad que se tiene contrato vigente COSMITET LTDA, para los 

tratamientos Oncológicos de los usuarios de la Regional de Aseguramiento Nro. 4., 

desconociendo porque la entidad no ha brindado toda la atención que se ha 

autorizado. Por lo anterior, solicita abstenerse de adelantar y ejecutar proceso incidental, 
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al no haber vulnerado derecho alguno del accionante. Adjunta Historia Clínica y 

documentos de servicios ordenados en el caso. 

 

La parte vinculada Centro Médico Imbanaco por intermedio de su delegado para la 

actuación manifiesta no ha vulnerado derecho alguno del accionante, dado que no 

existe convenio con la accionada quien es la que direcciona la prestación de servicios 

de sus afiliados, por lo que solicita su desvinculación. En igual sentido se pronuncia el HUV 

y ADRES. 

 

III. CONSIDERACIONES  

1. Competencia 

 

Este despacho es competente para resolver sobre la presente actuación, con base en 

lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, el Decreto 2591 de 1991 y normas 

concordantes. 

 

2. El Problema Jurídico 

 

Se deberá dilucidar en el presente caso, si se ha presentado vulneración al derecho 

fundamental invocado por el actor en protección tutelar y, si es esta la vía judicial 

procedente a dicha protección. 

 
3. La protección del derecho fundamental a la salud a través de la acción de tutela. 

Reiteración de jurisprudencia1 

 

“El derecho a la salud se encuentra establecido en el artículo 49 Superior, y ha sido 

interpretado como una prerrogativa que protege múltiples derechos, tales como la vida, 

la dignidad humana y la seguridad social, entre otros2. 

 

14.- De conformidad con lo establecido en la sentencia T-599 de 20153, la Corte afirmó 

que la estructura del derecho a la salud es de carácter complejo, pues tanto su 

concepción, como la diversidad de obligaciones que de éste se derivan, le demandan 

al Estado y a la sociedad, una diversidad de facultades positivas y negativas para su 

cumplimiento.  

 

La complejidad de éste derecho, no sólo redunda en las acciones y omisiones por parte 

del Estado y la sociedad, sino también implica que se cuente con suficientes recursos 

materiales e institucionales que permitan su goce efectivo4. En efecto, esta Corporación 

ha reconocido desde sus inicios, que el Estado o la sociedad, pueden vulnerar el 

derecho a la salud, bien sea por una omisión, al dejar de prestar un servicio de salud, o 

bien por una acción, cuando realizan una conducta cuyo resultado es deteriorar la 

salud de una persona5.  

 

15.- En este sentido, la Corte Constitucional, ha aceptado que el derecho a la salud, 

puede ser protegido y salvaguardado a través de la acción de tutela. No obstante, esta 

postura ha sufrido diferentes cambios jurisprudenciales, pues desde un inicio, la salud no 

era reconocida como un derecho de carácter fundamental, a menos que estuviera 

plenamente relacionada con alguno de los derechos fundamentales contemplados en 

                                                
1 Corte Constitucional, Sen. T-314 de 2016 
2 Corte Constitucional, Sen. T-096 de 2016  
3 M.P Gloria Stella Ortiz Delgado.  
4 T-016 de 2007, M.P. Humberto Sierra Porto 
5 T-328/1993, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 



         

 

         

       Juzgado Tercero de Familia de Oralidad de Cali 
  Radicación nro. 2020-0218-00 

Sentencia nro. 055 
 

 

 

 

3 

el texto constitucional6. Sin embargo, esta Corporación siempre afirmó que el derecho 

a la salud podía protegerse de manera autónoma, siempre y cuando, el accionante 

fuera un menor de edad, y en general cuando el titular fuera un sujeto de especial 

protección constitucional7.  

 

16.- Sin perjuicio de lo anterior, esta postura fue cambiada con la sentencia T-859 de 

20038, la cual afirmó que la naturaleza del derecho a la salud es fundamental de 

manera autónoma, lo cual implica que “tratándose de la negación de un servicio, 

medicamento o procedimiento establecido en el P.O.S., se estaría frente a la violación 

de un derecho fundamental. No es necesario, en este escenario, que exista amenaza a 

la vida u otro derecho fundamental, para satisfacer el primer elemento de 

procedibilidad de tutela: violación o amenaza de un derecho fundamental”.  

 

Lo anterior fue reiterado en la sentencia T-760 de 2008, dentro de la cual se sostuvo que 

“el reconocimiento de la salud como un derecho fundamental en el contexto 

constitucional colombiano, coincide con la evolución de su protección en el ámbito 

internacional. En efecto, la génesis y desenvolvimiento del derecho a la salud, tanto en 

el ámbito internacional como en el ámbito regional, evidencia la fundamentalidad de 

esta garantía”.  

 

17.- En consideración a lo anterior, la Sala reitera la jurisprudencia de esta Corporación 

que establece que todas las personas sin distinción alguna, pueden hacer uso del 

mecanismo de amparo para obtener la protección efectiva de su derecho 

fundamental a la salud ante cualquier amenaza o violación9, sin necesidad de 

encontrarse en una situación de vulnerabilidad manifiesta o ver conculcado cualquier 

otro derecho constitucional.  

 

Principio de cubrimiento universal y los deberes de las entidades territoriales  

 

20.- De conformidad con lo establecido en los artículos 48 y 49 de la Constitución Política, 

la Seguridad Social en Salud es un servicio público obligatorio a cargo del Estado sujeto 

a los principios de eficiencia, solidaridad y universalidad, cuya prestación implica que 

debe garantizarse a todas las personas, el acceso a los servicios de promoción, 

protección y recuperación de la salud. Con fundamento en lo anterior, el Legislador 

profirió la Ley 100 de 1993 mediante la cual se dio origen el Sistema General de Seguridad 

Social en Salud como un servicio de cobertura universal para todos los colombianos10.  

 

Adicionalmente, el artículo 157 de la mencionada norma consagra dos tipos de 

afiliaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud: (i) régimen contributivo y 

(ii) régimen subsidiado. En relación con régimen contributivo, la norma dispone que se 

deben afiliar las personas con capacidad de pago, por ejemplo, los vinculados al 

sistema a través de un contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y los 

trabadores independientes. Respecto del régimen subsidiado, la ley dispone que se 

deben afiliar todas las personas que no tengan capacidad para pagar la totalidad de 

las cotizaciones al sistema.   

 

Asimismo, el artículo 157 de la Ley 100 de 1993 establece que las personas que por 

motivos de incapacidad de pago, no se hubieran afiliado al Régimen de Seguridad 

                                                
6. T-200/2007, M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
7 T-581/2007, M.P. Humberto Sierra Porto. 
8 Decisión reiterada en las sentencias: T-060/2007, T-148/2007, T-815/2012, T-931/2012, entre otras.  
9 T-016 de 2007, M.P. Humberto Sierra Porto. 
10 Sentencia T-611 de 2014, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.  
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Social, tendrían la calidad participantes vinculados, y por consiguiente, podrían recibir 

los servicios de salud que prestan las instituciones públicas y las privadas que tengan 

contrato con el Estado, mientras se afilian al régimen subsidiado.  

 

21.- Posteriormente, el Congreso de la República profirió la Ley 715 de 2001 la cual 

aumentó los subsidios a las entidades territoriales, para que a partir de los ingresos con 

destinación específica para salud y los ingresos corrientes de libre destinación, se 

garantizara la continuidad y cobertura universal en salud a la población que no se 

encuentra afiliada al sistema de salud por cinco años adicionales. Más adelante, se 

profirió la Ley 1122 de 2007, cuyo artículo 9º aumentó el plazo para la cobertura universal 

de salud en los niveles I, II y III del Sisbén por tres años más. 

 

22.- Finalmente, el Legislador emitió la Ley 1438 de 2011 “Por medio de la cual se reforma 

el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones”. El 

artículo 9º de dicha normativa reiteró que el principio de universalidad es un pilar 

fundamental del Sistema General de Seguridad Social en Salud, a través del cual se 

garantiza el cubrimiento del servicio a todos los residentes del país.  

 

Adicionalmente, el artículo 32 de la ley anteriormente mencionada determinó que el 

Gobierno Nacional desarrollaría todos los mecanismos para garantizar la afiliación de 

todos los residentes del Estado al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

Asimismo, la norma establece que cuando una persona que requiera la atención en 

salud, no se encuentre afiliada al sistema, ni tenga capacidad de pago, deberá ser 

atendida obligatoriamente por la entidad territorial y ésta última deberá iniciar el 

proceso para que la persona se pueda afiliar al sistema en el régimen contributivo.   

 

23.- La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la introducción del artículo 32 de 

la Ley 1438 de 2011 en el Sistema General de Seguridad Social en Salud. En Particular, en 

la sentencia T-611 de 201411, al analizar un caso de una joven que padecía de 

hipertensión pulmonar severa, a la que la Secretaría de Salud del Distrito de Bogotá se 

negó a afiliar al régimen subsidiado de salud y a exonerarla de copagos por cada 

servicio que requería para atender su padecimiento, la Sala de Revisión concluyó que 

la Secretaría de Salud del Distrito de Bogotá vulneró el derecho a la salud de la 

accionante, al incumplir lo establecido en el artículo 32 de la Ley 1438 de 2011. Lo 

anterior debido a que omitió realizar las gestiones correspondientes para afiliar a la 

actora al régimen subsidiado de salud, teniendo en cuenta que ya había sido calificada 

por el Sisbén.  

En esa oportunidad, este Tribunal indicó que la implementación del artículo 32 de la Ley 

1438 de 2011 en el ordenamiento jurídico tiene dos consecuencias: (i) la desaparición 

de la figura de los participantes vinculados consagrada en el artículo 157 de la Ley 100 

de 1993 y (ii) y el aumento de la responsabilidad de las entidades territoriales de 

garantizar un verdadero acceso al servicio de salud de las personas que no se 

encuentran aseguradas. 

 

La anterior regla jurisprudencial fue reiterada por esta Corporación en la sentencia T-614 

de 201412, al analizar el caso de un menor de edad al que la Secretaría de Salud del 

Distrito de Bogotá y el Fondo Financiero del Distrito de Bogotá le negaron la afiliación al 

sistema, debido a que no se había realizado la encuesta para clasificarlos en el Sisbén. 

En esa ocasión, la Corte reiteró: 
 

“ La introducción del artículo 32 implicó no solo la desaparición de la figura de “participantes 

vinculados” del artículo 157 de la Ley 100 de 1993, sino que además, generó una mayor carga 

                                                
11 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.  
12 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.  
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en las entidades territoriales, ya que es en estas últimas, en quienes recae el deber de asumir de 

manera activa la obligación de garantizar un verdadero acceso al servicio de salud a toda 

aquella población pobre no asegurada, que no tiene acceso al régimen contributivo, máxime 

cuando se ha establecido el carácter de fundamentalidad del derecho a la salud.”  

 

24.- En consecuencia, esta Sala concluye que la implementación del artículo 32 de la 

Ley 1438 de 2011 generó: (i) la desaparición de la calidad de participante vinculado 

consagrada en el artículo 157 de la Ley 100 de 1993; (ii) la obligación de las entidades 

territoriales de garantizar la prestación de los servicios básicos de salud a la población 

no afiliada y de iniciar los trámites necesarios para su afiliación al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud de conformidad con los requisitos exigidos por la ley” (negrillas 

de la Corte).  

 

Igualmente la jurisprudencia constitucional enfatiza sobre la corresponsabilidad entre el 

ente territorial y la EPS del régimen subsidiado13. 

 

5. Derecho a la Salud y a la Seguridad Social. Fundamentales cuando están en 

conexidad con la vida, dignidad humana e integridad física. Precedente jurisprudencial.   

 

La Corte ha explicado en forma insistente que el derecho a la salud cuenta con 

elementos que permiten darle dos connotaciones a su naturaleza14: la de ser un 

componente o  predicado inmediato del derecho a la vida, que implica un estado 

completo de bienestar físico, mental y social, el cual es variable y susceptible de 

afectaciones múltiples que inciden en mayor o menor medida en la vida del individuo15 

y de otra parte, el ser un derecho de reconocimiento constitucional, según se sienta en 

el artículo 49 de la Carta Política, que en principio no es derecho fundamental 

autónomo16, pues su efectividad se encuentra ligada a la existencia de regulaciones 

para la prestación del servicio por parte del Estado, lo que hace que corresponda a un 

derecho de carácter prestacional. Pero igualmente, se ha reconocido que puede 

adoptar la calidad de derecho fundamental por conexidad, merced a su relación 

inescindible con el derecho a la vida y a la integridad física, lo que sucede, cuando es 

necesario garantizar estos últimos a través de la recuperación del primero17 y por la 

garantía constitucional del Estado social de derecho, al disfrute de unas condiciones 

dignas mínimas de orden vital18. 

 

Con relación a la seguridad social, se instituye en el artículo 48 Superior como un servicio 

público de carácter obligatorio a cargo del Estado y como derecho irrenunciable de 

todos los habitantes, que debe ser desarrollado en la ley; considerándose por ello 

jurisprudencialmente, como un derecho de naturaleza prestacional. Pero cuando la 

falta de su prestación tiene incidencia directa en  un derecho de jerarquía fundamental,  

adquiere esta categoría por conexidad.  

                                                
13 T-115/13 
14 En la sentencia T-484 de 1992, M. P. Fabio Morón Díaz, esta Corte precisó: “El derecho a la salud conforma, en su naturaleza jurídica, un conjunto 
de elementos que pueden agruparse en dos grandes bloques:  el primero, que lo identifica como un  predicado i nmediato del derecho a la vida, 
de manera que  atentar contra la salud de las personas equivale a atentar contra su propia vida.  Por estos aspectos, el derecho a la salud resulta 
un derecho fundamental.  El segundo bloque de elementos, sitúa el derecho a la salud con un carácter asistencial, ubicado en las referencias 
funcionales del denominado Estado Social de Derecho, en razón de que su reconocimiento impone acciones concretas. La frontera  entre el 
derecho a la salud como fundamental y como asistencial es imprecisa y sobre todo cambiante, según las circunstancias de cada caso, pero en 
principio, puede afirmarse que el derecho a la salud es fundamental cuando está relacionado con la protección a la vida. Los derechos 
fundamentales, solo conservan esta naturaleza, en su manifestación primaria, y pueden ser objeto allí del control de tutela”. En el mismo sentido 
pueden consultarse las sentencias SU-039 de 1998; SU- 819 de 1999;  T-1104 de 2000; T- 689 de 2001.  
15 Ver Sentencias T-597 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y T-645 de 1998 M.P., Fabio Morón Díaz.  
16 Ver sentencias T-395 de 1998, T-076 de1999 y T-231de 1999,  M.P. Alejandro Martínez Caballero; T-090 de 2003 M.P., Clara Inés Vargas 
Hernández, entre muchas otras. 
17 Esta línea jurisprudencial se ha seguido de manera reiterada en múltiples pronunciamientos de la Corporación, entre los cuales se enuncian 
para su confrontación, las sentencias T-494 de 1993 M.P,. Vladimiro Naranjo Mesa; T-271de 1995 M.P., Alejandro Martínez Caballero, T- 927 de 
2004, T- 510, T- 616 y T- 618 de 2005 M.P., Álvaro Tafur Galvis; T- 681, T-828 de 2005 M.P.,  Humberto Antonio Sierra Porto; T- 581, T- 738 de 
2004, T-940 de 2005 M.P., Clara Inés Vargas Hernández. 
18 Sentencia T-732 de 1998 M.P., Fabio Morón Díaz.  



         

 

         

       Juzgado Tercero de Familia de Oralidad de Cali 
  Radicación nro. 2020-0218-00 

Sentencia nro. 055 
 

 

 

 

6 

 

También la alta Corporación ha sostenido que el derecho a la salud en conexión con el 

derecho a la vida, no solo debe ampararse cuando se está frente a un peligro de 

muerte, o de perder una función orgánica de manera definitiva, sino cuando está 

comprometida la situación existencial de la vida humana en condiciones de plena 

dignidad19. Esta relación jurisprudencial de la salud con el derecho a la vida digna, se 

ha expresado en múltiples pronunciamientos de la Corte, entre otros, en los siguientes 

términos:  

 

“(...) El ser humano, ha dicho la jurisprudencia, necesita mantener ciertos niveles de salud para 

sobrevivir y desempeñarse, de modo que, cuando la presencia de ciertas anomalías en la 

salud, aun cuando no tenga el carácter de enfermedad, afectan esos niveles, poniendo en 

peligro la dignidad personal, resulta válido pensar que el paciente tiene derecho, a abrigar 

esperanzas de recuperación, a procurar alivio a sus dolencias, a buscar, por los medios 

posibles, la posibilidad de una vida, que no obstante las dolencias, pueda llevarse con 

dignidad.”20 

 

“El derecho constitucional fundamental a la vida no significa, en manera alguna, la 

posibilidad de existir de cualquier manera, sino la posibilidad de tener una existencia digna. 

Así, no solamente el que la persona sea puesta al borde de la muerte amenaza el derecho a 

la vida, sino que, aunque tal circunstancia sea lejana, también lo amenaza el hecho de que 

su titular sea sometido a una existencia indigna, indeseable, dolorosa, etc. El dolor es, sin lugar 

a dudas, una de aquellas circunstancias que hacen indigna la existencia y si insistimos en que 

el derecho a la vida debe entenderse a la luz del artículo 1° de la Constitución Política, que 

funda esta República unitaria en "el respeto de la dignidad humana", aunque su 

padecimiento no ponga a quien lo sufre al filo de la muerte, hay violación de dicha garantía 

fundamental cuando nada se hace para superarlo, siendo ello posible.”21 

 

Es entonces el enlace que surge entre el hecho de la falta o deficiencia en la prestación 

de los servicios de la salud y a la seguridad social y el riesgo o afectación  que ello 

ocasiona sobre derechos fundamentales como el derecho a la vida, a la integridad 

física o al principio que impone el respeto por la dignidad de la persona humana, lo que 

hace que esos derechos prestacionales  adquieran por conexidad la categoría de 

fundamentales y así, sea procedente la acción de tutela para prodigar su amparo22. Y 

en este contexto, ha definido la Corte, que la atención y el tratamiento a que tienen 

derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de 

enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son 

integrales, es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, 

intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y 

el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como 

necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente23 o para mitigar las 

dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones.24 

 

Recordemos que la jurisprudencia constitucional25 “ha sido reiterativa al afirmar que el 

ser humano necesita mantener ciertos niveles de salud para sobrevivir y desempeñarse, 

de modo que cuando la presencia de ciertas anomalías -aun cuando no tengan el 

carácter de enfermedad- afectan esos niveles, se pone en peligro la dignidad personal, 

resulta válido pensar que el paciente tiene derecho a abrigar esperanzas de 

recuperación, a procurar alivio a sus dolencias y buscar la posibilidad de una vida que  

pueda llevarse con dignidad.26 

 

                                                
19 Ver Sentencia T-271 de 1995 M.P, .Alejandro Martínez Caballero 
20 Sentencia T-1344 de 2001, M.P.,  Álvaro Tafur Galvis. 
21 Sentencia T-010 de 1999, M.P. Alfredo Beltrán Sierra. En el mismo sentido, Cfr. entre otras sentencias T-119 y T-579 de 2000. 
22 Ver sentencias T-491 de 1992, M.P., Eduardo Cifuentes Muñoz,  SU-039 de 1998, M.P., Hernando Herrera Vergara, entre muchas otras. 
23 En este sentido se ha pronunciado la Corporación, entre otras, en la sentencia T-136 de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
24 Sentencia C-064 de febrero 2 de 2006 M.P. Clara Inés Vargas Hernández 
25 Ver, sentencia T- 949 de 2004, M.P. Alfredo Beltrán Sierra. Igualmente ver Sen. T-888/06. 
26 Ver, sentencia T- 224 de 1997, M.P. Carlos Gaviria Díaz, reiterada posteriormente en la sentencia T-722 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil.  
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La Corte en el precedente en cita, enfatiza que la Constitución Colombiana no ha 

hecho en este sentido nada diferente que reiterar lo que los pactos y tratados 

internacionales han establecido. De igual manera, cabe recordar, que tales instrumentos 

del derecho internacional, han sido ratificados por la República de Colombia, y por su 

materia, se entienden incluidos en el bloque de constitucionalidad consagrado en el 

artículo 93 de la Carta Política. 

 

6.  El derecho fundamental a la salud, la continuidad en la prestación del servicio 

médico. Reiteración Jurisprudencial27 

 

De acuerdo con el artículo 49 de la Constitución Política de 1991 la atención en salud 

tiene una doble connotación: por un lado se constituye en un derecho constitucional y 

por otro en un servicio público de carácter esencial. Por tal razón, le corresponde al 

Estado organizar, dirigir y reglamentar su prestación en observancia de los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad y, en cumplimiento de los fines que le son propios. 

 

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional en un principio, entendió que el derecho a 

la salud no era un derecho fundamental autónomo sino en la medida en que “se 

concretara en una garantía subjetiva”28 es decir, cuando al ciudadano se le negaba el 

derecho a recibir la atención en salud definida en el Plan Básico de Salud, el Plan 

Obligatorio de Salud y el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado y sus normas 

complementarias o, cuando en aplicación de la tesis de la conexidad se evidenciaba 

que su no protección a través del mecanismo de tutela acarreaba a su vez el 

desconocimiento de un derecho fundamental como la vida o la integridad personal.29  

 

Y ello se entendió así porque, tradicionalmente en el ordenamiento jurídico colombiano 

se hacía la distinción entre derechos civiles y políticos –derechos fundamentales-, por 

una parte, y derechos sociales, económicos y culturales de contenido prestacional –

derechos de segunda generación- para cuya realización es necesario de una acción 

legislativa o administrativa para lograr su efectivo cumplimiento. Frente a los primeros, la 

protección a través del mecanismo de tutela operaba de manera directa mientras que 

frente a los segundos era necesario que el peticionario entrara a demostrar que la 

vulneración de ese derecho -de segunda generación- conllevaba a su vez el 

desconocimiento de un derecho fundamental.30  

 

Así las cosas, con anterioridad para obtener la protección directa del derecho a la salud 

era necesario, (i) que la prestación negada se encontrara incluida dentro del Plan Básico 

de Salud, el Plan Obligatorio de Salud o el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado ó (ii) que 

el desconocimiento de ese derecho constitucional impidiera el goce efectivo de un 

derecho fundamental, como la vida o integridad personal. Con todo, la jurisprudencia 

de esta Corte, también, señaló que el derecho a la salud era tutelable “en aquellas 

situaciones en las cuales se afecte de manera directa y grave el mínimo vital necesario 

para el desempeño físico y social en condiciones normales”31 en virtud del “principio de 

igualdad en una sociedad”32 

 

Ahora bien, en su afán de proteger y garantizar los derechos constitucionales de todos 

los habitantes del territorio nacional, la jurisprudencia constitucional replanteó las 

subreglas mencionadas y precisó el alcance del derecho a la salud. Así, haciendo una 

relación entre derecho fundamental y dignidad humana llegó a la conclusión de que 

                                                
27 Corte Constitucional, Sen. T-392 de 2009. MP.Dr. Humberto Antonio Sierra Porto 
28 Corte Constitucional. Sentencia T-859 de 2003. 
29 Corte Constitucional. Sentencias T-406 de 1992 y T-571 de 1992.  
30 Corte Constitucional. Sentencia T-016 de 2007. 
31 Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2008. 
32 Corte Constitucional. Sentencia T-597 de 1993. 
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“será fundamental todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a 

lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”33 pues, “uno de los 

elementos centrales que le da sentido al uso de la expresión “derechos 

fundamentales”es el concepto de “dignidad humana”, el cual ha de ser apreciado en 

el contexto en que se encuentra cada persona”34  

 

Con base en ello, la Corte Constitucional en sus más recientes pronunciamientos 

consideró “artificioso” tener que acudir a la tesis de la “conexidad” para poder darle 

protección directa al derecho a la salud y estimó que “la fundamentalidad de los 

derechos no depende - ni puede depender - de la manera como estos derechos se 

hacen efectivos en la práctica. Los derechos todos son fundamentales pues se conectan 

de manera directa con los valores que las y los Constituyentes quisieron elevar 

democráticamente a la categoría de bienes especialmente protegidos por la 

Constitución. Estos valores consignados en normas jurídicas con efectos vinculantes 

marcan las fronteras materiales más allá de las cuales no puede ir la acción estatal sin 

incurrir en una actuación arbitraria (obligaciones estatales de orden negativo o de 

abstención). Significan, de modo simultáneo, admitir que en el Estado social y 

democrático de derecho no todas las personas gozan de las mismas oportunidades ni 

disponen de los medios - económicos y educativos - indispensables que les permitan 

elegir con libertad aquello que tienen razones para valorar. De ahí el matiz activo del 

papel del Estado en la consecución de un mayor grado de libertad, en especial, a favor 

de aquellas personas ubicadas en un situación de desventaja social, económica y 

educativa. Por ello, también la necesidad de compensar los profundos desequilibrios en 

relación con las condiciones de partida mediante una acción estatal eficaz 

(obligaciones estatales de carácter positivo o de acción).”35 

 

A su vez, también precisó que en el derecho fundamental a la salud “su connotación 

prestacional obliga al Estado a racionalizar la asignación de inversión suficiente para que 

su garantía tenga un alcance integral, frente a la necesidad de sostenimiento que tiene 

también la garantía de otros derechos dentro de un contexto de recursos escasos. Que 

ello sea así, no despoja al derecho a la salud de su carácter fundamental, de modo que 

insistimos: resulta equivocado hacer depender la fundamentalidad de un derecho de si 

su contenido es o no prestacional y, en tal sentido, condicionar su protección por medio 

de la acción de tutela a demostrar la relación inescindible entre el derecho a la salud - 

supuestamente no fundamental - con el derecho a la vida u otro derecho fundamental 

- supuestamente no prestacional-.”36  

 

Y, en sentencia T-760 de 2008 se señaló:  
      

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela   el derecho a la salud “en 

conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal” para pasar a proteger el derecho 

“fundamental autónomo a la salud. Para la jurisprudencia constitucional “(...) no brindar los 

medicamentos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la 

realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho 

fundamental a la salud.”37 

 

Por consiguiente, esta Corte amplió el espectro de protección del derecho a la salud sin 

despojarlo de su carácter de servicio público esencial y derecho prestacional, 

enfatizando, eso sí, en su condición de derecho fundamental. Por consiguiente, cuando 

quiera que las instancias políticas o administrativas competentes sean omisivas o 

renuentes en implementar las medidas necesarias para orientar la realización de estos 

                                                
33 Corte Constitucional. Sentencia T-227 de 2003. 
34 Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2008. 
35 Corte Constitucional. Sentencia T-016 de 2007. 
36 Corte Constitucional. Sentencia T-016 de 2007. 
37 Corte Constitucional. Sentencia T-736 de 2004. 
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derechos en la práctica, a través de la vía de tutela el juez puede disponer su 

efectividad, dada su fundamentalidad, más aún cuando las autoridades desconocen la 

relación existente entre la posibilidad de llevar una vida digna y la falta de protección 

de los derechos fundamentales38.  

 

5.- Ahora bien, en lo que hace relación con el principio de continuidad, tal como quedó 

expuesto en líneas anteriores, el derecho a la salud es un servicio público esencial que 

debe ser prestado por el Estado y por las entidades privadas que para tal efecto se creen 

con observancia de los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, conforme lo 

dispone el artículo 49 de la Constitución. 

 

En aplicación de dichos postulados constitucionales, la Ley 100 de 1993, en su artículo 

153, numeral 9° contempló como principio rector del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud la calidad y estableció que “El Sistema establecerá mecanismos de 

control a los servicios para garantizar a los usuarios la calidad en la atención oportuna, 

personalizada, humanizada, integral, continua, y de acuerdo con estándares aceptados 

en procedimientos y prácticas profesional. De acuerdo con la reglamentación que 

expida el Gobierno, las instituciones prestadoras deberán estar acreditadas ante las 

entidades de vigilancia.” 

 

Sobre el particular, la jurisprudencia constitucional ha señalado que “la eficiencia en la 

prestación de los servicios públicos está ligada al principio de continuidad, el cual 

supone que la prestación del servicio sea ininterrumpida, permanente y constante; y con 

ello, en aras de proteger los derechos fundamentales, el juez constitucional está en el 

deber de impedir que controversias de tipo contractual, económico o administrativo 

“permitan a una entidad encargada de prestar servicios de salud incumplir la 

responsabilidad social que tiene para con la comunidad en general, y con sus afiliados 

y beneficiarios en particular.”39 (negrilla fuera de texto)  

 

Por lo tanto, es claro que las Entidades Promotoras de Salud violan el  principio de 

continuidad cuando de manera súbita es interrumpido el servicio de salud no obstante 

que, el paciente no se ha estabilizado o recuperado en su salud. Por ello, es deber del 

juez constitucional rechazar toda conducta de las entidades prestadoras del servicio de 

salud que interrumpen o niegan el suministro de las ayudas médicas de forma repentina 

arriesgando la salud del usuario. 

 

7.  Principio de Integralidad. Precedente jurisprudencial40. 

 

De conformidad con la ley 100 de 1993 y sus normas complementarias, la seguridad 

social en salud en Colombia se rige por el principio de la atención integral, lo que se ve 

reflejado en los contenidos del plan obligatorio de salud. De acuerdo con este principio 

las personas afiliadas al régimen de seguridad social en salud tienen derecho a recibir 

los servicios de promoción y fomento de la salud, y de prevención, diagnóstico, 

tratamiento y rehabilitación de la enfermedad, lo que significa que las Empresas 

Promotoras de Salud están obligadas a prestar estos servicios a sus afiliados y a los 

beneficiarios de estos últimos, respetando en todo caso dicho principio de 

integralidad.41  En la Sentencia T-556 de 199842, se señaló al respecto lo siguiente: 
 

“Uno de los sectores más débiles de la población está conformado por los niños, quienes a 

pesar de ser la esperanza de la sociedad, son al mismo tiempo objeto de maltrato y 

                                                
38 Cfr. Corte Constitucional Sentencia T-523 de 2007. 
39 Corte Constitucional. Sentencia T-246 de 2005. 
40 Corte Constitucional. Sen. T-282, abril 6/06. M.P.Dr. Alfredo Beltrán Sierra 
41 Sentencia T-179 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero y T-988 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.   
42 M. P. José Gregorio Hernández Galindo 
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abandono. Una comunidad que no proteja especialmente a los menores mata toda ilusión 

de avanzar en la convivencia pacífica y en el propósito de lograr un orden justo (Preámbulo 

y artículo 2 C.P.). Es por ello que los niños beneficiarios del Plan Obligatorio de Salud, que 

se rige por el principio de integralidad, tienen derecho a que se les suministren aquellos 

elementos indispensables para corregir un defecto físico, pues está en juego su derecho 

fundamental a la salud (art. 44) y su desarrollo armónico, completo y adecuado. El Estado, 

no puede poner barreras o hacer exclusiones en torno a este derecho cuando se trata de 

los niños y, por tanto, se inaplicarán, en el presente caso, las disposiciones que van dirigidas 

a imponer limitaciones“. (Negrillas fuera de texto). 

 

Más recientemente la jurisprudencia constitucional43 recalcó, en cumplimiento y 

desarrollo del Principio de Integralidad, que el juez de tutela debe ordenar que se 

garantice el acceso al resto de los servicios médicos que sean necesarios para concluir 

el tratamiento.  Recordó con ello el precedente pertinente: 
 

“La atención y el tratamiento a que tienen derecho el afiliado cotizante y su beneficiario 

son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de droga, intervención 

quirúrgica, práctica de rehabilitación, examen para el diagnóstico y el seguimiento, y todo 

otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno 

restablecimiento del estado de salud del paciente que se le ha encomendado, dentro de 

los límites establecidos en la ley.”44  

 

Lo anterior, precisa, con el fin de (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio 

y (ii) evitarle al accionante la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo 

servicio que le sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión a una 

misma patología45. 

 

8. La protección constitucional de los menores de edad y las personas en situación de 

discapacidad exige la consecuente obligación de desarrollar acciones afirmativas a su 

favor. Precedente Jurisprudencial46 

 

El constituyente primario a través de sus delegatarios en el Preámbulo Constitucional 

determinó los principios que la orientan la Carta Política, los fines a cuya realización se 

dirige, los valores de justicia con el propósito de asegurar a sus integrantes la vida y la 

igualdad, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un 

orden político, económico y social justo.  

 

La Corte Constitucional, en distintos pronunciamientos, estableció que el Preámbulo 

hace parte de la Constitución Política como sistema normativo y tiene efecto vinculante 

sobre los actos de las tres ramas del poder público y constituye parámetro de control de 

sus manifestaciones. Tal como lo expuso la Corte, desde sus inicios en la sentencia C-479 

de 1992: “el Preámbulo goza de poder vinculante en cuanto sustento del orden que la 

Carta instaura y, por tanto, toda norma -sea de índole legislativa o de otro nivel- que 

desconozca o quebrante cualquiera de los fines en él señalados, lesiona la Constitución 

porque traiciona sus principios.” 

 

Por mandato del artículo primero de la Constitución, Colombia es un Estado Social de 

Derecho, organizado en forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía 

de sus entidades territoriales, fundada, entre otros principios, en el respeto de la  dignidad 

humana y la solidaridad de las personas que la integran. Al efecto, la Corte 

Constitucional considera que el hecho de que Colombia sea un Estado Social de 

Derecho “(…) le imprime un sentido, un carácter y unos objetivos específicos a la 

organización estatal en su conjunto, y que resulta –en consecuencia- vinculante para las 

autoridades, quienes deberán guiar su actuación hacia el logro de los cometidos 

                                                
43 Corte Constitucional Sen. T- 202 de Marzo 16/06. M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
44 Cfr. Corte Constitucional, T-136 de 2004 MP. Manuel José Cepeda Espinosa.  
45 Criterio reiterado en la sentencia T-830 de 2006, MP, Jaime  Córdoba Triviño. 
46 Corte Constitucional Sen. T-208 de 2017 
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particulares propios de tal sistema: la promoción de condiciones de vida dignas para 

todas las personas, y la solución de las desigualdades reales que se presentan en la 

sociedad, con miras a instaurar un orden justo.” 

 

En consecuencia, las entidades públicas en sus actuaciones deben cumplir con los fines 

esenciales del Estado como son “servir a la comunidad, promover la prosperidad general 

y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución”  

 

Por su parte, el artículo 13 de la Constitución Política establece la obligación a cargo del 

Estado de adelantar acciones afirmativas a favor de aquellas personas que por su 

condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad 

manifiesta, a fin de garantizar efectivamente la especial protección de que gozan las 

personas en estas circunstancias. 

 

Como se enunció de manera previa, los artículos 44 y 47 consagran unos derechos a 

favor de las personas menores de edad y aquellos que se encuentran en situación de 

discapacidad, que se convierte en un compromiso familiar y Estatal que propenda por 

la efectividad de los derechos de estos sujetos de especial protección. 

 

De la interpretación de estas normas, la Corte Constitucional ha dicho que los niños, las 

niñas y las personas en situación de discapacidad tienen derecho a que el Estado 

adopte medidas positivas con el fin de lograr la efectividad de sus derechos, pues 

reconoce que estas personas son sujetos de especial protección dada la vulnerabilidad 

y la discriminación de las que son objeto, de tal forma que se deben eliminar las barreras 

que impiden el goce y disfrute de todos sus derechos en las mismas condiciones que las 

demás personas.  

 

Especialmente, en aquellos casos donde dichos sujetos de especial protección 

constitucional pertenecen a familias de bajos recursos económicos, pertenecientes a los 

niveles 1 y 2 del SISBEN, se presume la incapacidad de pago, pues dependen de las 

ayudas que ofrecen los distintos programas estatales, como por ejemplo el Régimen 

Subsidiado que permite la satisfacción y el disfrute del derecho fundamental a la salud, 

como presupuesto de vida digna. 

 

Ahora, cuando las necesidades de los pacientes no se encuentran directamente 

relacionadas con la garantía del derecho a la salud sino que tienen carácter asistencial, 

como es el caso de la adecuada alimentación o la ayuda permanente de un cuidador, 

para las personas que tienen limitado totalmente sus movimientos, cuyos padres de 

familia no cuentan con los recursos económicos para cubrir sus necesidades, se requiere 

la articulación de las autoridades responsables de los programas o planes que permitan 

asegurar el goce efectivo de sus derechos y cumplir progresivamente con los fines 

estatales. 

 

Así las cosas, dado el mandato constitucional que irradia el ejercicio del poder público y 

determina las funciones principales en un Estado Social de Derecho, les compete a las 

autoridades constitucionalmente establecidas para tal labor decidir cuáles son las 

acciones y medidas necesarias para que se garantice el derecho de su población, 

“conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad”. 

 

Precisamente, el propósito del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2014 - 2018: Todos por 

un nuevo país, es construir una Colombia en paz, equitativa y educada, para cumplir 

estos propósitos, se trazaron unos objetivos y lineamientos generales como son: 
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“Erradicar la pobreza extrema en 2024 y reducir la pobreza moderada Fortalecer la inclusión 

social a través de una oferta de programas de protección y promoción social articulada y 

focalizada. 

 

Se fortalecerá la articulación, coordinación y evaluación de la oferta de programas de 

protección y promoción social a partir del desarrollo de un inventario actualizado y detallado 

de los programas sociales, que incluya la oferta disponible en los niveles nacional, 

departamental y municipal.  

 

Para esto, se definirá la institución del Estado que realizará un registro consolidado de toda 

la oferta que 54 permita detectar complementariedades, duplicidades y vacíos en la 

atención a la población, con actualizaciones periódicas, y un análisis de gestión y 

pertinencia de la oferta. Este registro será una herramienta fundamental para el diseño de 

rutas de atención integral y de mecanismos de atención unificados y estandarizados, que 

permitan canalizar la atención y los programas según las necesidades de los individuos, de 

acuerdo con el diagnóstico de la situación y el contexto de las personas y sus hogares.  

Con el fin de mejorar la eficiencia de las políticas sociales, el país profundizará en los análisis 

de brechas y caracterización de población beneficiaria. Esta será la base para una mejor 

focalización de los programas. Para avanzar en estos procesos, se fortalecerá el sistema de 

información de la política social del país para que sea el soporte de la atención integral de 

las personas, del seguimiento efectivo a los beneficiarios, y de la optimización del gasto 

social.  

 

Esto requiere fortalecer las plataformas existentes, definir protocolos para la unificación de la 

información básica de los beneficiarios y establecer un sistema unificado de consulta y 

seguimiento. Para ello, el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas 

Sociales (SISBEN), herramienta central en la focalización de los programas sociales, así como 

el Registro Único de Afiliados (RUAF), serán el marco de referencia para la operación del 

sistema. Para facilitar estos procesos, las entidades del sector de la inclusión social y 

reconciliación incorporarán la innovación social como herramienta de gestión pública de las 

políticas, así como el uso de prácticas y metodologías asociadas, para aumentar la 

eficiencia y pertinencia del gobierno en la prestación de servicios que mejoren el bienestar 

la población en situación de pobreza y vulnerabilidad.” 

 

En atención a los objetivos fijados en el PND, las entidades territoriales, deben contar con 

la suficiente capacidad de autogestión y coordinación para cumplir con lo que se 

propone, de tal manera que se protejan los derechos fundamentales de los niños, las 

niñas y las personas en situación de discapacidad. 

 

Para cumplir con lo propósitos fijados en el PND, las regiones cuentan con autonomía 

para gestionar, administrar los recursos provenientes del Sistema General de 

Participaciones y establecer los tributos necesarios para financiar, adecuadamente la 

prestación de los servicios que están a su cargo, conforme lo desarrolla el artículo 287 de 

la Constitución. Sin embargo, cuando los municipios no cuenten con los recursos 

suficientes para cubrir las necesidades de su población, debe concurrir en su 

financiación los departamentos y en aquello que le competa a las instancias centrales.  

 

En consecuencia, la población más vulnerable como son los niños y niñas que se 

encuentran en condiciones de vulnerabilidad extrema y aquellas personas en situación 

de discapacidad que dependen de la asistencia de un tercero, requiere de acciones 

afirmativas que permitan garantizar el desarrollo armónico e integral de los derechos 

fundamentales como el disfrute del más alto nivel posible de salud y a un nivel de vida 

adecuado para su desarrollo. 

 

A partir de una equitativa distribución de los recursos y oportunidades, dentro de la 

comunidad, unida a la satisfacción de las exigencias fundamentales de los individuos 

que la componen, se puede contribuir eficazmente a contener la exclusión y la 

marginación de las personas más vulnerables. 
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En conclusión, la protección constitucional de los menores de edad y las personas en 

situación de discapacidad exige el desarrollo de acciones afirmativas a su favor.  

 

En ese sentido, una adecuada coordinación institucional permitirá proveer los servicios 

de carácter asistencial que necesitan, por lo tanto le corresponde a las autoridad locales 

donde reside paciente: (i) identificar los menores de edad que padecen enfermedades 

relacionadas con la mala nutrición y aquellos que padecen parálisis cerebral severa y (ii) 

incluir a esos pacientes y a sus familias en planes y programas que sean necesarias para 

garantizar el goce efectivo de sus derechos. 

 
9. Sobre el Caso 

 

En el presente asunto, se observa que la accionada no ha brindado garantía oportuna, 

sostenida, plena, continua e integral a la situación de afectación de salud formulada 

por la parte accionante y menos la accionada ha presentado contestación plena 

fundamentada jurídica, jurisprudencial y probatoriamente a la acción de tutela 

instaurada en su contra conforme los hechos específicos que revelan el grave 

padecimiento de la parte actora y su urgente e integral atención en salud, lo que 

permite la aplicación de la Presunción de Veracidad establecida en el art. 20 del Dcto. 

2591/91, por lo que se tienen por ciertos los hechos planteados por la parte actora y se 

obliga la resolución pertinente. 

 

La accionada, con pleno conocimiento de la situación grave de salud del paciente - 

conforme al Reporte Clínico del paciente que se allega en la actuación - no le ha 

brindado la atención integral y oportuna que ha requerido y menos tomado en cuenta 

la implicación personal, familiar y social que ha representado la afectación de salud 

para el paciente, todo lo cual no se ha desvirtuado en la actuación y por el contrario, 

se evidencia el conocimiento de la accionada y el deber no cumplido de atención 

integral no solo en salud preventiva, sino también en salud promocional y terapéutica 

interdisciplinaria integral – omitiendo igualmente la aplicación plena de Principios de 

Equidad, Solidaridad y Dignidad Humana - máxime en tratándose de persona en 

situación de discapacidad y adulto mayor que cuenta con protección especial 

reforzada constitucional.  

 

La respuesta brindada por la accionada, no se corresponde con la atención prioritaria 

y prevalente e integral que requiere el paciente, dado su grave padecimiento, por lo 

que someterlo a mayores trámites de los que ha adelantado, solo fomenta diluir y dilatar 

su atención, sin justificación válida constitucionalmente y con el agravamiento de su 

padecimiento, conforme lo ordenado por médico tratante.  

 

Por tales razones, el despacho encuentra que la accionada sí desconoció los derechos 

fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas de la parte accionante/paciente 

al dilatar y negar  oportunamente la autorización para la continuación de los servicios de 

salud integral que con prioridad ha requerido y requiere de manera sostenida y completa 

el paciente dado su grave afectación de salud y protección especial y prevalente con 

que cuentan sus derechos fundamentales.  
 

Por lo anterior, se ordenará a la accionada que en el término de cuarenta y ocho horas, 

disponga todo lo necesario en su responsabilidad y competencia, para brindar el Servicio 

de Salud Integral oportuno que el paciente requiere, en especial la entrega de 

medicamentos, insumos solicitados y ordenados por el médico tratante, conforme lo 

dispuesto en esta sentencia y la jurisprudencia constitucional indicada 

precedentemente.  
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Recordemos que el Sistema de Seguridad Social en Salud se rige por los Principios de 

Eficiencia, Universalidad, Solidaridad, Integralidad, Unidad y Participación (Ley 100/93, 

art. 2), por ello, no es razonable ni prohijado en nuestro sistema jurídico humanista y 

constitucional, que se exija – directa o indirectamente - por el Sistema de Seguridad 

Social en Salud al que pertenece la accionada, la intervención judicial para que las 

personas obtengan un servicio en condiciones de dignidad, continuidad e integralidad. 

 

Sobre las entidades vinculadas no corresponsables, se dispondrá su desvinculación dado 

que no ha vulnerado derecho alguno del accionante, precisando que la entidad 

accionada o vinculada podrá adelantar los trámites de su competencia para los 

recobros que conforme a la ley sean eventualmente procedentes conforme a la ley.   

 

Finalmente, se advertirá sobre la procedencia de la impugnación de la presente 

sentencia.  

IV. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero de Familia de Oralidad de Cali – Valle del 

Cauca, 

 

ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: TUTELAR el DERECHO a la SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD INTEGRAL y la VIDA 

DIGNA de CESAR ALI ARANGO RESTREPO. 

 

SEGUNDO:  ORDENAR a la DIRECCION de la REGIONAL DE ASEGURAMIENTO No. 4 

de la  DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL , al igual que a la 

GERENCIA/REPRESENTANTE LEGAL de COSMITET LTDA,  que en el término 

de cuarenta y ocho horas (48:00) contados a partir de la notificación de la 

presente Sentencia, disponga todo lo necesario en su corresponsabilidad 

y competencia, para brindar el Servicio de Salud Integral oportuno y sin 

interrupciones que el paciente requiere, conforme lo dispuesto en esta 

sentencia y la jurisprudencia constitucional indicada precedentemente, 

especialmente en cuanto a la atención Médica y Psicosocial 

Especializada, exámenes de laboratorio e insumos y tratamiento de 

quimioterapia, radioterapia e inmunoterapia y cuidados paliativos que 

requiere conforme lo ordenado por médicos y equipos interdisciplinarios 

tratantes y sin cobro de copagos o cuotas moderadoras. Se ordena 

igualmente que se garantice el acceso al resto de servicios médicos e 

interdisciplinarios que sean necesarios para proseguir el tratamiento 

necesario e integral y continuo que permita el pleno restablecimiento del 

estado de salud de la paciente, con lo cual se garantiza la  ATENCIÓN EN 

SALUD INTEGRAL, la continuidad en la prestación del servicio y se evita que 

el paciente deba interponer nuevas acciones de tutela por cada servicio 

que le sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad con ocasión de 

su padecimiento y conexos: CÁNCER DE PÁNCREAS, DIABETES MIELITIUS, 

HIPERTENSIÓN, CÁLCULOS RENALES Y DESNUTRICIÓN PROTEICO-CALÓRICA.  

 

TERCERO: ADVERTIR igualmente que la accionada y vinculada NO PODRÁN variar de 

IPS FUNDACIÓN VALLE DEL LILI donde fue remitido el paciente para la 

atención integral e interdisciplinaria y especializada que requiere el 

paciente, a menos que cuente con evidencias de que dicha institución no 
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esté en capacidad para brindar toda la atención integral requerida. 

ADVERTIR igualmente a la FUNDACIÓN VALLE DEL LILI, que no podrá negar, 

demorar o dilatar la atención integral y oportuna que requiere el paciente 

por causas que dependan de la entidad accionada, respecto de lo cual 

podrá adelantar las acciones legales que sea procedentes conforme a la 

ley.  

 

TERCERO: DESVINCULAR a las entidades objeto de dicha media, sin perjuicio del 

cumplimiento de lo de su competencia, precisando que la entidad 

accionada y vinculada podrán adelantar los trámites de su competencia 

para los recobros que conforme a la ley sean eventualmente procedentes. 

   

CUARTO: NOTIFICAR la presente Sentencia a quienes corresponda conforme a la ley, 

advirtiendo sobre la posibilidad de su impugnación. 

 

QUINTO: ADVERTIR que en caso de incumplimiento de la presente Sentencia, se 

abrirá trámite incidental por desacato previo el requerimiento de ley, 

conforme lo establecido en el Decreto 2591/91 y sin perjuicio de las 

sanciones penales a que hubiere lugar. 

 

SEXTO: REMITIR la presente actuación ante la Honorable Corte Constitucional, 

para lo de su competencia, previo trámite de la eventual impugnación.  

 

 

COPIESE, NOTIFIQUESE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

EL JUEZ,  
 

ARMANDO DAVID RUIZ DOMINGUEZ 
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